
SERVICIO PUBLICO DE ENERGIA – Municipios deben garantizar su 
prestación / SERVICIO PUBLICO DE ENERGIA ELECTRICA – Concepto / 
SERVICIO PUBLICO DE ENERGIA ELECTRICA – Posibilidad de 
expropiación y constitución de servidumbres  
 
Los municipios tienen la obligación de garantizar la prestación eficiente del 
servicio público domiciliario de energía eléctrica. Lo cual implica que la 
prestación del servicio no debe menoscabar ni poner en peligro la seguridad 
de la comunidad. A su turno, el servicio público domiciliario de energía 
eléctrica bajo la óptica del numeral 25 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994 
se entiende como el transporte de energía eléctrica que va desde las redes 
regionales de transmisión hasta el domicilio del usuario final, incluida la 
conexión y medición respectiva. De otra parte, el régimen de los servicios 
públicos domiciliarios permite la expropiación de inmuebles o la imposición 
de servidumbres para garantizar la prestación eficiente de los servicios 
públicos.  
 
FUENTE FORMAL: LEY 142 DE 1994 – ARTICULO 14 
 
SERVICIO PUBLICO DE ENERGIA – Reglamento interno de 
instalaciones eléctricas. Resolución 180398 de 2004 / REDES 
ELECTRICAS PUBLICAS – Prohibición de construcciones por debajo de 
estas / REDES ELECTICAS PUBLICAS – Prohibición de construirlas por 
encima de edificaciones / SEGURIDAD Y PREVENCION DE DESASTRES 
– Se vulnera por la existencia de construcciones debajo de las redes 
eléctricas  
 
El Ministerio de Minas y Energía expidió la Resolución Nº 180398 de 2004 
modificada por la Resolución Nº 180498 del 25 de abril de 2005, mediante la 
cual estableció el reglamento técnico de instalaciones eléctricas -RETIE- y 
entró en vigencia a partir del 1 de mayo de 2004. En el mencionado 
reglamento se fijan las condiciones técnicas mínimas que propenden por 
garantizar la seguridad en los procesos de generación, transmisión 
transformación, distribución y utilización de la energía eléctrica en el territorio 
colombiano. Los requisitos técnicos que establece el reglamento técnico de 
instalaciones eléctricas –RETIE- es de obligatorio cumplimiento para todas 
las instalaciones nuevas de corriente alterna o continua, bien sean públicas o 
privadas, cuyo valor de tensión nominal sea igual o mayor a 25 V e igual o 
menor a 500 kv de corriente alterna con frecuencia de servicio nominal 
inferior a 1000 Hz y mayor o igual a 50 V en corriente continua. El artículo 12 
de la Resolución Nº 180498 del 2005, que modificó el 13 de la Resolución Nº 
180398 de 2004 establece que la técnica más efectiva de prevención frente 
al riesgo eléctrico es guardar distancia en relación con las partes 



energizadas, toda vez que el aire es un buen aislante. Es así que con el fin 
de evitar contactos accidentales se deben respetar las distancias mínimas 
entre las líneas eléctricas y elementos físicos que existen a lo largo del 
trazado, tales como las carreteras, edificios, árboles, entre otros. Ahora bien, 
el artículo 14 de la Resolución Nº 180498 de 2005 prohíbe que se adelanten 
construcciones debajo de las redes eléctricas públicas o de uso general. Así 
mismo, impide la construcción de redes por encima de las edificaciones. En 
el caso concreto, existen diferentes construcciones debajo de la línea 
eléctrica de 34,5 kv y que hay otros inmuebles en los que se incumple la 
distancia mínima en relación con los cables y postes que establece el 
reglamento de condiciones técnicas de seguridad contenidas en el RETIE, 
para la Sala es claro que se vulneró el derecho colectivo a la seguridad y 
prevención de desastres, independientemente de la existencia previa o no de 
las construcciones en la zona en que se instaló la red eléctrica, pues en la 
actualidad la seguridad de los habitantes de la zona se encuentra en riesgo. 
 
FUENTE FORMAL: RESOLUCION 180398 DE 2004 / RESOLUCION 
180498 DE 2005 
 
ASENTAMIENTOS HUMANOS EN ZONAS DE ALTO RIESGO – 
Prohibición. Competencia de los municipios / ASENTAMIENTOS 
HUMANOS EN ZONA DE ALTO RIESGO – Inventario y reubicación 
competencia de los municipios 
 
De conformidad con el artículo 311 de la Constitución Política y el artículo 3 
de la Ley 136 de 1994 a los Municipios como entidad fundamental de la 
división político administrativa del Estado les corresponde reglamentar el uso 
del suelo, sin perjuicio del control que deben realizar para evitar los 
asentamientos humanos y más aún cuando los asentamientos están 
ubicados en zonas de alto riesgo. En ese orden de ideas, en relación con la 
localización de los asentamientos humanos según los artículos 56 y 59 de la 
Ley 9 de 1989, los Alcaldes de los Municipios deben mantener un inventario 
actualizado de las zonas de alto riesgo, adelantar programas de reubicación 
de los habitantes en dichas áreas o proceder a desarrollar las operaciones 
necesarias para eliminar el riesgo y en el evento en que los habitantes se 
rehúsen a abandonar ese sitio pueden ordenar la desocupación con el 
concurso de las autoridades de policía y la demolición de las edificaciones 
afectadas. 
 
FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA – ARTICULO 311 / LEY 136 
DE 1994 – ARTICULO 3 / LEY 9 DE 1989 – ARTICULO 56 / LEY 9 DE 1989 
– ARTICULO 59 
 



CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 

SECCION PRIMERA 
 

Consejero ponente: RAFAEL E. OSTAU DE LAFONT PIANETA 
 
Bogotá, D. C., doce (12) de noviembre de dos mil nueve (2009) 
 
Radicación número: 18001-23-31-000-2004-00408-01(AP) 
 
Actor: NORBERTO VARGAS  
 
Demandado: ELECTRIFICADORA DEL CAQUETA Y OTRO 
 
Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por la parte demandada 

contra la sentencia del 15 de diciembre de 2005 proferida por el Tribunal 

Administrativo del Caquetá, por medio de la cual accedió a las pretensiones 

de la demanda. 

 
I. PRETENSIONES 

 
El 13 de julio de 2004 el señor Norberto Vargas demandó en ejercicio de la 

acción popular a la Electrificadora del Caquetá S.A. E.S.P, por considerar 

que vulneró el derecho colectivo a la seguridad y prevención de desastres, al 

instalar las líneas conductoras de energía eléctrica de trece mil (13.000) y 

treinta mil y cuatro mil (34.000) Kv sobre las viviendas de los habitantes 

ubicados en la carrera primera o circunvalar del Municipio de Belén en la 

cima de Santo Tomás, lo cual pone en peligro la seguridad e integridad de 

los habitantes de la zona. 

 



Como consecuencia de lo anterior, el actor pretende que se ordene el cese 

de la actividad que pone en riesgo la integridad de los habitantes de la zona. 

 

A su turno, pide que se ordene a la parte demandada retirar los cables de 

alta tensión que están cerca de las viviendas afectadas. 

 

De otra parte, pide que se ordene a la empresa demandada que legalice las 

matrículas del servicio de energía en relación con cada usuario que conforma 

el asentamiento humano de la zona objeto de la demanda.  

 

A- HECHOS 

 
Como fundamento de la presente acción popular el actor expuso los 

siguientes hechos: 
 
1.- En los años sesenta se inició la construcción del barrio Palo Negro Alto en 

el Municipio de Belén.  

 

2.- Para la misma época como consecuencia del proceso de interconexión 

eléctrica se construyó la infraestructura de alta tensión por encima de sitios 

habitados y por los solares de las casas. Actualmente existen más de 30 

viviendas, en las cuales habitan más de 200 personas de bajos recursos, por 

lo cual es una zona de alto riesgo. 

 

3.- Aún cuando en diferentes fechas las familias afectadas se reunieron con 

el Alcalde, Personeros, Concejeros y funcionarios de la Electrificadora del 

Caquetá S.A. a la fecha de la interposición de la demanda no se solucionó la 

problemática de la zona. 

 



4.- Las personas que habitan el área donde se encuentran los cables de alta 

tensión tienen acta de entrega y documentos de compraventa, lo  que 

acredita que no se trata de meros invasores. 

 

5.- Por los efectos de un vendaval uno de los postes de concreto que 

soportaba las cuerdas de alta tensión se derrumbó y cayó en sentido 

contrario a las viviendas, lo cual muestra el peligro que la red eléctrica 

presenta para los habitantes de la zona.  

II.-   CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 
 
La Nación, Ministerio de Minas y Energía, Electrificadora del Caquetá 
S.A. ESP por conducto de apoderado contestó la demanda en los siguientes 

términos: 

 

1.- Informó que incluso antes de la interposición de esta demanda la 

situación que se viene planteando, pues el 26 de febrero de 1999 la 

Procuraduría Departamental del Caquetá requirió al Alcalde Municipal de 

Belén con el fin de que realizara el estudio de factibilidad para la reubicación 

de los habitantes de los barrios Palo Negro Parte Alta, Cincuentanario  y 

Santa Teresa por el peligro que genera el cableado de la interconexión 

eléctrica. En esa época se trataba de 22 familias. 

 

2.- Afirmó que a la fecha la empresa que representa desconoce si la Alcaldía 

Municipal de Belén realizó dicho estudio de factibilidad.  

 

3.- Señaló que a la fecha de la contestación de la demanda se han 

multiplicado las familias que requieren ser reubicadas, pues la administración 



municipal permitió la ejecución de construcciones por el sector y más 

específicamente debajo de la línea que alta tensión. 



 

4.- Sostuvo que la empresa no pretende evadir la responsabilidad frente al 

problema planteado por el actor, sin embargo, consideró oportuno resaltar 

que la reubicación de la línea generaría un alto costo, el cual no es viable por 

las condiciones económicas actuales. Entonces a su juicio, es mejor atender 

las sugerencias dadas por la Procuraduría Departamental del Caquetá. 

 

5.- Señaló que la comunidad era consciente del peligro que generaba la 

ubicación de sus viviendas debajo de la línea de alta tensión y que aún así 

realizaron las construcciones respectivas. Entonces, mal puede involucrarse 

a la Electrificadora del Caquetá S.A. ESP. 

 

La Alcaldía del Municipio de Belén de Andaquíes por intermedio de 

apoderado contestó la demanda así: 

 

1.- Manifestó que las medidas que se decreten deberán ser a cargo de la 

Electrificadora del Caquetá y no del Municipio de Belén de Andaquíes como 

quiera que por disposición legal dicha empresa debe prestar el servicio de 

manera eficiente. 

 

2.- Indicó que ante las fallas que presentó la instalación de la redes en el 

municipio, en coordinación con la Personería y la comunidad en reiteradas 

oportunidades le solicitaron a la Electrficadora del Caquetá que desviara las 

redes de alta tensión, con el fin de asegurar la tranquilidad de los habitantes 

del barrio Palo Negro y que a la fecha dicha empresa no ha realizado nada al 

respecto. 

 

3.- Arguyó que como quiera que la Electrificadora del Caquetá es la entidad 

que presta el servicio público de energía eléctrica con su patrimonio y 



personal, es ésta a quien le corresponde reubicar las redes que están 

poniendo en riesgo la vida de los habitantes del sector. 

 

4.- Sostuvo que con el fin de que las empresas de servicios públicos presten 

el servicio de manera eficiente, la Ley 142 de 1994 las faculta de manera 

directa para que constituyan servidumbres mediante acto administrativo o por 

el procedimiento que establece la Ley 56 de 1981 o también para que 

acudan a la vía de la expropiación. 

 

5.- Afirmó que como al momento de la ejecución de las obras de instalación 

de las redes eléctricas existían las viviendas, la reubicación de la redes le 

corresponde a la Electrificadora del Caquetá, pues a dicha empresa le 

correspondía tener en cuenta la situación de la zona en los estudios técnicos, 

de factibilidad y prefactibilidad.  

 

6.- Dijo que la solicitud del demandante de legalizar las matrículas de energía 

de cada uno de los usuarios que conforman el asentamiento humano le 

corresponde a la electrificadora del Caquetá y no al Municipio de Belén, pues 

dicha empresa es quien presta el servicio público de energía eléctrica. 

   

III.- EL PACTO DE CUMPLIMIENTO 
 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 27 de la Ley 472 de 1998, el 

Magistrado Ponente del Tribunal Administrativo de Caquetá convocó a las 

partes el 5 de abril de 2005 para la celebración de la audiencia de pacto de 

cumplimiento, la cual se declaró fallida porque no se logró ninguna formula 

de acuerdo. 



 
IV.-  LOS ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

1.-  Las partes no presentaron alegatos de conclusión. 

 

2.- La Procuraduría Judicial 25 Administrativa dijo que si bien es cierto 

que al momento en que la Electrificadora del Caquetá instaló las redes 

eléctricas existían dos viviendas, ello no es óbice para que se exonere del 

cumplimiento de sus obligaciones con la comunidad. 

 

Agregó que de conformidad con el artículo 311 de la Constitución Política y 

los artículos 1, 3 y 5 de la Ley 472 de 1998 por la falta de planeación y por no 

tomar las medidas necesarias para solucionar la problemática la 

administración municipal también es responsable. 

 

V.-  LA PROVIDENCIA APELADA 
 

El Tribunal Administrativo de Caquetá mediante la sentencia del 15 de 

diciembre de 2005 accedió a las pretensiones de la demanda por las 

siguientes razones: 

 

Señaló que de conformidad con el material probatorio en los barrios Bello 

Horizonte, Palo Negro, Santa Teresa y Coliseo del Municipio de Belén de los 

Andaquíes existen 45 viviendas ubicadas a menos de 15 metros del eje 

central de las líneas de media tensión con 34.5 Kv  y de muy baja tensión 

13.2 Kv que interconectan los Municipios de Belén, San José y Albania, por 

lo cual se encuentran en una zona de alto riesgo. 

 

Estimó que al momento de la construcción de las redes eléctricas objeto de 



la presente demanda cumplían las normas técnicas de seguridad requeridas. 

Sin embargo, por la construcción de las viviendas cerca de la infraestructura 

eléctrica se incumplen las exigencias técnicas en materia de seguridad, pues 

algunas líneas de media y muy baja tensión cruzan por encima de las 

viviendas y en otros casos incumplen los requisitos mínimos de distancia en 

relación con dichas construcciones. 

     

Concluyó que la vida de los habitantes se encuentra en una constante 

amenaza, toda vez que en el evento en que se presente una falla en el 

sistema, las líneas de conducción con voltaje de 13,5 Kv y 34,5 Kv pueden 

caer sobre los tejados de las viviendas y más aún como están construidos en 

hojas de zinc pueden afectar la integridad y vida de las personas que se 

encuentren en la zona. 

 

Consideró que la Electrificadora del Caquetá y la Alcaldía del Municipio de 

Belén de los Andaquíes son responsables por amenazar los derechos 

colectivos a la vida,  prevención de desastres técnicamente previsibles y a la 

seguridad por el actual asentamiento humano ubicado debajo de líneas de 

media tensión (34,5 kv) y muy baja tensión (13,2 kv) en los barrios de Bello 

Horizonte, Palo Negro, Santa Teresa y el Coliseo del Municipio de Belén de 

los Andaquíes. 

 

Como consecuencia de lo anterior el Tribunal ordenó lo siguiente: 

 

1.- Que dentro de los 6 meses siguientes a la ejecutoria del fallo la 

electrificadora del Caquetá realizara las obras civiles y eléctricas pertinentes 

en los barrios Bello Horizonte, Palo Negro, Santa Teresa y el Coliseo del 

Municipio de Belén de los Andaquíes. Las obras deberían garantizar las 

distancias mínimas de seguridad establecidas en la Resolución N° 180498 



del 25 de abril de 2005 (Reglamento Técnico de Instalaciones Eléctricas) que 

expidió el Ministerio de Minas y Energía. 

 

2.- Que la electrificadora que adelantara los trámites administrativos para 

obtener las servidumbres que dispone los artículos 57 y 117 de la Ley 142 de 

1998. 

 

3.- Que el Municipio de Belén sufragara el 70% del valor de las obras civiles 

y eléctricas ordenadas a la Electrificadora del Caquetá S.A. 

 

4.- Que el Municipio de Belén tramitara la solicitud de servidumbres que 

presente la Electrificadora del Caquetá S.A. 

 

5.- El Tribunal negó el incentivo económico. 

 

6.- Por último ordenó la constitución de un comité de verificación del fallo. 

 
VI.-  EL RECURSO 

 
1.- Inconforme con la decisión del Tribunal, la Electrificadora del Caquetá 
S.A. ESP la impugnó dentro del término legal previsto para el efecto.  

 

Señala que no está de acuerdo con la condena que le impuso el Tribunal a la 

electrificadora, toda vez que las pruebas demuestran que la construcción de 

la red eléctrica se realizó de conformidad con las reglas técnicas, entonces 

mal puede configurarse una acción perturbadora después de tanto tiempo 

desde que se efectúo dicha instalación. 

 



Manifiesta que el fallo impugnado no impone la legalización de las matrículas 

de los usuarios como quiera que son usurpadores del espacio público. 

 

Agrega que en el expediente se acredita que la Electrificadora del Caquetá 

S.A. ESP en reiteradas ocasiones requirió al Municipio demandado con el fin 

de que evitara la proliferación de construcciones de viviendas dentro del 

corredor que se utiliza para la línea de interconexión, sin que la 

administración municipal solucionara la problemática. (fl. 5 a 7 del fallo) 

 

Aduce a las declaraciones de los señores Evaristo Sánchez, Federico 

Figueroa Palomares y del ingeniero Tulio Aragón las cuales indican que al 

momento de la instalación de la red eléctrica la servidumbre o corredor vial 

no estaba habitado y tampoco existía alguna construcción a menos de 20 

metros. 

 

Dice que a folios 17 y 19 de la sentencia apelada el Tribunal consideró la 

omisión de la normatividad por parte del Municipio de Belén de los 

Andaquíes y por ello no comparte la decisión de condenar a la electrificadora 

que representa. 

 

Sostiene que en el evento en que se concedan las pretensiones de la 

demanda ello implica que se legalicen las invasiones de los corredores 

eléctricos del país con cago a las empresas prestadoras del servicio público 

de energía eléctrica, prohijando así la ineficiencia administrativa de los 

municipios y creando un caos económico. 

 

Dice que las Leyes 142 de 1993 y 143 de 1994 establecen la obligatoriedad 

de respetar el corredor eléctrico en todos los sitios en que se construya y en 



esa medida si se acceden a las pretensiones de la demanda se violaría este 

precepto legal. 

 

2.- El Municipio de Belén de los Andaquíes interpuso recurso de apelación 

contra la sentencia del Tribunal sin su respectiva sustentación, por lo cual se 

declaró desierto mediante el auto del 19 de febrero de 2007 que profirió el 

Magistrado Ponente, visible a folio 198 del cuaderno principal. 

   

VII.- LOS ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA 
 

Las partes no se pronunciaron en el traslado que se les corrió por el término 

de 5 días para presentar los alegatos de conclusión de conformidad con el 

artículo 37 de la Ley 472 de 1998. 

 

VIII.-  CONSIDERACIONES 
 

1.- La acción popular consagrada en el inciso primero del artículo 88 de la 

Constitución Política y reglamentada por la Ley 472 de 1998, tiene como 

finalidad la protección de los derechos e intereses colectivos, cuando éstos 

resulten amenazados o vulnerados, exista peligro o agravio o un daño 

contingente por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los 

particulares, cuando actúen en desarrollo de funciones administrativas. El 

objetivo de estas acciones es dotar la comunidad afectada de un mecanismo 

jurídico expedito y sencillo para la protección de sus derechos. 

 

De acuerdo con lo anterior, se tiene que los supuestos sustanciales para que 

proceda la acción popular son los siguientes, a saber: a) una acción u 

omisión de la parte demandada, b) un daño contingente, peligro, amenaza, 

vulneración o agravio de derechos o intereses colectivos, peligro o amenaza 



que no es en modo alguno el que proviene de todo riesgo normal de la 

actividad humana y, c) la relación de causalidad entre la acción u omisión y la 

señalada afectación de tales derechos e intereses; dichos supuestos deben 

ser demostrados de manera idónea en el proceso respectivo.  

 

2.- En el presente asunto el actor estima que la Electrificadora del Caquetá 

S.A. E.S.P vulneró el derecho colectivo a la seguridad y prevención de 

desastres, al permitir la existencia de líneas conductoras de energía eléctrica 

de trece mil (13.000) y treinta mil (30.000) y cuatro mil (4.000) Kv sobre las 

viviendas de los habitantes ubicados en la carrera primera o circunvalar del 

Municipio de Belén en la cima de Santo Tomás, lo cual pone en peligro la 

seguridad e integridad de los habitantes de la zona. 

 

De otra parte, la Electrificadora del Caquetá S.A. ESP manifestó que al 

momento de la instalación de la red eléctrica no existía asententamiento 

humano alguno en la zona, pero que en la actualidad si existen varias 

viviendas, razón por la que incluso antes de la interposición de esta demanda 

el 26 de febrero de 1999 la Procuraduría Departamental del Caquetá requirió 

al Alcalde Municipal de Belén con el fin de que realizara el estudio de 

factibilidad para la reubicación de los habitantes de los barrios Palo Negro 

Parte Alta, Cincuentanario  y Santa Teresa por el peligro que genera el 

cableado de la interconexión eléctrica y que a la fecha no ha adelantado las 

gestiones pertinentes. 

 

Adicionalmente, el Municipio de Belén de los Andaquíes, el cual fue 

notificado, como se observa a folio 85, manifestó que como quiera que la 

Electrificadora del Caquetá S.A. ESP es la entidad que presta el servicio de 

energía eléctrica y como al momento de la ejecución de las obras de 

instalación de las redes eléctricas existían las viviendas, la reubicación de la 



redes le corresponde a tal entidad, pues a dicha empresa le correspondía 

tener en cuenta la situación de la zona en los estudios técnicos, de 

factibilidad y prefactibilidad.  

 

3.- El Tribunal Administrativo del Caquetá accedió a las pretensiones de la 

demanda porque consideró que de conformidad con el material probatorio en 

los barrios Bello Horizonte, Palo Negro, Santa Teresa y Coliseo del Municipio 

de Belén de los Andaquíes existen 45 viviendas ubicadas a menos de 15 

metros del eje central de las líneas de media tensión con 34.5 Kv  y de muy 

baja tensión 13.2 Kv4 que interconectan los Municipios de Belén, San José y 

Albania, por lo cual los habitantes se encuentran en una zona de alto riesgo. 

 

4.-  De tales circunstancias, es claro que en el presente asunto la Sala 

verificará si la población de los barrios Bello Horizonte, Palo Negro, Santa 

Teresa y Coliseo del Municipio de Belén de los Andaquíes se encuentran en 

peligro. Para dilucidar si existe o no vulneración del derecho colectivo de 

seguridad y prevención de desastres se analizará el marco jurídico y se 

determinará si la infraestructura de la red eléctrica cumple las condiciones 

técnicas exigidas por la normativa. 

 

El artículo 365 de la Constitución Política determina que los servicios 

públicos son inherentes a la finalidad social del Estado y en esa medida debe 

asegurar la prestación eficiente a todos los habitantes del territorio 

colombiano. 

 

A su vez, la anterior disposición prevé que la prestación de los servicios 

públicos puede ser por el Estado de forma directa o indirecta, por 

comunidades organizadas o por particulares. Sin embargo, la regulación, 

control y vigilancias de tales servicios siempre se mantiene a cargo del 



Estado. 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 367 de la Carta Política dispone 

que “La ley fijará las competencias y responsabilidades relativas a la 

prestación de los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y 

financiación, y el régimen tarifario que tendrá en cuenta además de los 

criterios de costos, los de solidaridad y redistribución de ingresos. Los 

servicios públicos domiciliarios se prestarán directamente por cada municipio 

cuando las características técnicas y económicas del servicio y las 

conveniencias generales lo permitan y aconsejen, y los departamentos 

cumplirán funciones de apoyo y coordinación”. 

 

En relación con las competencias de los municipios en cuanto a la prestación 

de los servicios públicos el artículo 5 de la Ley 142 de 1994 “por la cual se 

establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras 

disposiciones”  prevé: 

 

“Es competencia de los municipios en relación con los 
servicios públicos, que ejercerán en los términos de la ley, y 
de los reglamentos que con sujeción a ella expidan los 
concejos: 

 
5.1. Asegurar que se presten a sus habitantes, de manera 
eficiente, los servicios domiciliarios de acueducto, 
alcantarillado, aseo, energía eléctrica, y telefonía pública 
básica conmutada*, por empresas de servicios públicos de 
carácter oficial, privado o mixto, o directamente por la 
administración central del respectivo municipio en los casos 
previstos en el artículo siguiente. 
 
5.2. Asegurar en los términos de esta ley, la participación de 
los usuarios en la gestión y fiscalización de las entidades que 
prestan los servicios públicos en el municipio. 

 



5.3. Disponer el otorgamiento de subsidios a los usuarios de 
menores ingresos, con cargo al presupuesto del municipio, de 
acuerdo con lo dispuesto en la ley 60/93 y la presente ley. 

 
5.4. Estratificar los inmuebles residenciales de acuerdo con 
las metodologías trazadas por el Gobierno Nacional. 

 
5.5. Establecer en el municipio una nomenclatura alfa 
numérica precisa, que permita individualizar cada predio al 
que hayan de darse los servicios públicos. 

 
5.6. Apoyar con inversiones y demás instrumentos descritos 
en esta ley a las empresas de servicios públicos promovidas 
por los departamentos y la Nación para realizar las 
actividades de su competencia. 
 
5.7. Las demás que les asigne la ley.” 

 

En efecto, es claro que los municipios tienen la obligación de garantizar la 

prestación eficiente del servicio público domiciliario de energía eléctrica. Lo 

cual implica que la prestación del servicio no debe menoscabar ni poner en 

peligro la seguridad de la comunidad. 

 

A su turno, el servicio público domiciliario de energía eléctrica bajo la óptica 

del numeral 25 del artículo 14 de la Ley 142 de 1994 se entiende como el 

transporte de energía eléctrica que va desde las redes regionales de 

transmisión hasta el domicilio del usuario final, incluida la conexión y 

medición respectiva. 

 
De otra parte, el régimen de los servicios públicos domiciliarios permite la 

expropiación de inmuebles o la imposición de servidumbres para garantizar 

la prestación eficiente de los servicios públicos.  

 

En ese orden de ideas, la expropiación de inmuebles es viable cuando se 



requiera bien sea para la ejecución de obras que tengan como finalidad la 

prestación de servicios públicos y/o para proteger las instalaciones 

respectivas (Artículo 56) y en relación con la constitución de servidumbres, el 

artículo 57 de la Ley 142 de 1994 dispone que cuando sea necesario para la 

prestación de los servicios públicos las empresas pueden pasar por predios 

ajenos, bien sea por vía aérea, subterránea o superficial, las líneas, cables o 

tuberías necesarias; ocupar temporalmente las zonas que se requieran, entre 

otras actividades que sean necesarias para prestar el servicio. El propietario 

del predio afectado tendrá derecho a una indemnización. 

 
Ahora bien, el artículo anteriormente citado a su vez, determina que las 

líneas de transmisión y distribución de energía eléctrica pueden atravesar los 

ríos, caudales, líneas férreas, puentes, calles, caminos y cruzar acueductos, 

oleoductos, y otras líneas o conducciones. Para ello la empresa interesada 

tiene que solicitar un permiso a la entidad pública correspondiente y si la ley 

expresamente no determina la autoridad correspondiente, se entiende 

entonces que el municipio respectivo. 

 

5.- Por otro lado, el Ministerio de Minas y Energía expidió la Resolución Nº 

180398 de 2004 modificada por la Resolución Nº 180498 del 25 de abril de 

2005, mediante la cual estableció el reglamento técnico de instalaciones 

eléctricas -RETIE- y entró en vigencia a partir del 1 de mayo de 2004. 

 

En el mencionado reglamento se fijan las condiciones técnicas mínimas que 

propenden por garantizar la seguridad en los procesos de generación, 

transmisión transformación, distribución y utilización de la energía eléctrica 

en el territorio colombiano.  En relación con el campo de aplicación el artículo 

2 de la Resolución Nº 180498 de 2005 prevé que: 

 



“Para efectos de este Reglamento, se consideran como 
instalaciones eléctricas los circuitos eléctricos con sus 
componentes tales como conductores, equipos, máquinas y 
aparatos que conforman un sistema eléctrico y que se utilicen para 
la generación, transmisión, transformación, distribución o utilización 
de la energía eléctrica, dentro de los límites de tensión y frecuencia 
establecidos en el presente Reglamento. 
 
Los requisitos y prescripciones técnicas de este Reglamento serán 
de obligatorio cumplimiento en Colombia, en todas las instalaciones 
nuevas de corriente alterna o continua, públicas o privadas, con 
valor de tensión nominal mayor o igual a 25 V y menor o igual a 
500 kV de corriente alterna (c.a.), con frecuencia de servicio 
nominal inferior a 1000 Hz y mayor o igual a 50 V en corriente 
continua (c.c.). 
 
Las prescripciones técnicas del presente Reglamento serán 
exigibles en condiciones normales o nominales de las 
instalaciones. No serán exigibles en los casos de fuerza mayor o 
de orden público que alteren las instalaciones;  en estos casos el 
propietario de la instalación procurará reestablecer la seguridad  de 
la instalación en el menor tiempo posible. 
 
Este Reglamento deberá ser observado y cumplido por todas las 
personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras, 
contratistas u operadores y en general  por todas las personas que 
generen, transformen, transporten, distribuyan, usen la energía 
eléctrica y ejecuten actividades relacionadas con las instalaciones 
eléctricas.” 
 
 

En efecto, los requisitos técnicos que establece el reglamento técnico de 

instalaciones eléctricas –RETIE- es de obligatorio cumplimiento para todas 

las instalaciones nuevas de corriente alterna o continua, bien sean públicas 

o privadas, cuyo valor de tensión nominal sea igual o mayor a 25 V e igual o 

menor a 500 kv de corriente alterna con frecuencia de servicio nominal 

inferior a 1000 Hz y mayor o igual a 50 V en corriente continua. 

 

Como quiera que en el presente asunto a folios 19 a 21 del cuaderno 



principal aparece el oficio ASG-G-7184 del 23 de noviembre de 2001, en 

virtud del cual la Nación, Ministerio de Minas y Energía, Electrificadora del 

Caquetá le contestó el derecho de petición que elevó la Junta de Acción 

Comunal del Barrio Palonegro, en el que anexó copia del estudio topográfico 

de la línea de conducción de 34.5 kv del sector de alto riesgo que realizó el 

Instituto Colombiano de Energía Eléctrica –ICEL, hoy IPSE, se encuentra 

que el reglamento técnico de instalaciones eléctricas se le aplica en la 

medida que se trata de una instalación de corriente cuyo valor nominal es 

menor a 500 kv, por lo cual está dentro de los parámetros que exige el 

artículo 2 de la Resolución Nº 180498 de 2005. 

 

Una vez definido que el reglamento técnico de instalaciones eléctricas –

RETIE- se aplica en el asunto que se demandó, se procede a revisar las 

condiciones de distancia exigidas. Al respecto, el artículo 12 ibídem que 

modificó el 13 de la Resolución Nº 180398 de 2004 establece que la técnica 

más efectiva de prevención frente al riesgo eléctrico es guardar distancia en 

relación con las partes energizadas, toda vez que el aire es un buen aislante. 

Es así que con el fin de evitar contactos accidentales se deben respetar las 

distancias mínimas entre las líneas eléctricas y elementos físicos que existen 

a lo largo del trazado, tales como las carreteras, edificios, árboles, entre 

otros. 

 

Adicionalmente, todas las distancias de seguridad deben medirse de 

superficie a superficie y en relación con los espacios es de centro a centro. 

Para efectos de efectuar la medición de distancias de seguridad los 

accesorios metálicos normalmente energizados se consideran como parte 

de los conductores de línea; las bases metálicas de los terminales del cable 

y los dispositivos similares son considerados como parte de la estructura del 

soporte. 



 

Ahora bien, el artículo 14 de la Resolución Nº 180498 de 2005 prevé que: 

“Nota: Para redes públicas o de uso general no será permitida la 
construcción de edificaciones debajo de las redes, en caso de 
presentarse tal situación los OR informarán a las autoridades 
competentes para que se tomen las medidas pertinentes.  
Tampoco será permitida la construcción de redes para uso público 
por encima de las edificaciones.”  
 

Es claro entonces que la norma prohíbe que se adelanten construcciones 

debajo de las redes eléctricas públicas o de uso general. Así mismo, impide 

la construcción de redes por encima de las edificaciones.  

 

Adicionalmente, el artículo 13 ibídem determina que las distancias mínimas 

de seguridad para las líneas de 13,2 a 34,5 kv son las siguientes: 

a = Distancia vertical sobre techos y proyecciones, aplicable solamente a 

zonas de muy difícil acceso para las personas (3,8 metros). 

b = Distancia vertical a muros, proyecciones, ventanas y diferentes áreas 

independientemente de la accesibilidad de las personas (2,3 metros). 

c = Distancia vertical sobre o por debajo de balcones de techo de fácil 

acceso para personas y sobre techos accesibles a vehículos de máximo 2,5 

metros de altura (4.1 metros). 

d = Distancia vertical a carreteras, calles, callejones, zonas peatonales, área 

sujetas a tráfico vehicular (5,6 metros). 

 

6.- En el presente asunto, del material probatorio se encuentra: 

 

- A folios 23 a 24 del cuaderno principal, obra escrito suscrito por la 

Junta de Acción Comunal del Barrio Palonegro en ejercicio del derecho 

de petición, en virtud del cual le solicitó al Gerente de Electrocaquetá 

ESP que: 



“1. Sírvase a suministrar copia del estudio o levantamiento 
topográfico relacionado con el proyecto de construcción de la 
línea 34,5 kv zona sur, específicamente en el tramo 
comprendido entre el Divino Niño (entrada a Belén de 
Florencia) y la estructura donde se encuentra el seccionador de 
la línea entre Belén y San José de fragua. 
2. Copia de los diseños y planos de dicho tramo. 
3. Copia de las constancias de las EXPROPIACIONES y 
SERVIDUMBRES, según lo establecen las Leyes 142 de 1994 
y 56 de 1981. 
4. Fecha de contratación y terminación de la obra. 
5. Censo emitido por Electrocaquetá de las viviendas que se 
encuentran en alto riesgo y por lo tanto tienen limitaciones para 
acceder a los derechos de conexión de energía eléctrica.” 

   

- Oficio ASG-G del 23 de noviembre de 2001 mediante el cual la Nación, 

Ministerio de Minas y Energía, Electrificadora del Caquetá le dio 

respuesta al escrito que presentó en ejercicio derecho de petición la 

Junta Comunal del Barrio Palonegro (fls. 19 a 20 del cuaderno 

principal), del cual se lee: 

“1. Copia del estudio topográfico sobre la construcción de la 
línea 34.5 kv del sector de alto riesgo, desarrollado por el 
Instituto Colombiano de Energía Eléctrica, ICEL, hoy IPSE. 
Los originales reposan en esa entidad. Las obras del sector 
en mención fueron ejecutadas durante el lapso de 
1983/84… 
3. Las expropiaciones son de carácter administrativo o 
judicial. La Empresa hasta el momento no ha iniciado 
ninguna obra sobre el particular. Y en cuanto a las 
servidumbres, la empresa carece de cualquier tipo de 
información al respecto. 
4. Las obras se iniciaron y terminaron durante el lapso de 
los años 1983 y 1984. 
5. Copia de la relación de los moradores que tienen 
posesión material de las viviendas construidas bajo el 
corredor de la línea 34,5 kv en el sector denominado de 
alto riesgo.” 

 
-    A folios 25 a 26 del cuaderno principal aparece un escrito de la 



Secretaría del Consorcio Ingeniería de Servicios INSER del 16 

de noviembre de 2001 en el que informa que son 22 usuarios 

ubicados en la zona de alto riesgo en el Municipio de Belén de 

los Andaquíes. 

 

-   Mediante memorando CZS 3307 del 1 de noviembre de 2001, 

visible a folios 27 a 28, el Gerente de la Electrificadora del 

Caquetá le informó al Coordinador de la Zona Sur sobre la 

reunión que se efectúo el 31 de octubre de 2001 con la 

comunidad. En dicha reunión la empresa les comunicó que en 

relación con la problemática del sector, estaba a la espera del 

pronunciamiento de las autoridades competentes para 

proceder a ello. Sin embargo, resaltó que por el momento la 

empresa no tiene el presupuesto suficiente para emprender la 

reubicación de la línea de subestación y que a la fecha de la 

construcción de la línea no existían viviendas en el corredor de 

la red. 

Así mismo informa que a dicha reunión no asistió ningún 

representante de la Alcaldía. (fls. 27 y 28) 

-   A folio 31 del cuaderno Nº 1 aparece el oficio 000055 del 13 de 

marzo de 2001 mediante el cual el Coordinador Zona Sur de la 

Electrificadora del Caquetá le solicitó al Alcalde Municipal de 

Belén de los Andaquíes para que reubicara a las personas que 

construyeron en el corredor de la línea en doble circuito. 

-   Mediante auto del 26 de febrero de 1999 la Procuraduría 

Departamental del Caquetá se abstuvo de iniciar investigación 

disciplinaria en contra del Gerente de Electrocaquetá y requirió 

al Alcalde Municipal de Belén de los Andaquíes para que 

realizara el estudio de la factibilidad de reubicación de los 



habitantes de los barrios Palo Negro Parte Alta, Cincuentanario 

y Santa Teresa que de conformidad con la visita e inspección a 

realizarse resultaren bajo la influencia de riesgo en el cableado 

de la interconexión de la empresa Electrocaquetá. (fls. 36 a 39) 

-   A folio 26 del cuaderno principal se observa el memorando CZS 

2582 del 27 de noviembre de 1998 de la Electrificadora del 

Caquetá por medio del cual informó sobre la reunión que 

convocó la Alcaldía Municipal de Belén de los Andaquíes para 

tratar el tema de la zona de alto riesgo ubicada en el sector alto 

del barrio Palo Negro. A la reunión asistieron representantes de 

la Alcaldía, del Concejo, de la Procuraduría Departamental,  de 

la Policía, de la Alcaldía Municipal, de la Electrificadora del 

Caquetá y de la comunidad. 

“La Coordinación de la Zona Sur basó su intervención en 
explicar los términos que prueban la no presencia de viviendas 
habitadas antes de la construcción de la línea de 34,5 kv Zona 
Sur, en el corredor de la misma. La explicación se basó en los 
siguientes puntos: 
 

• El estudio topográfico de la línea fue desarrollado por el 
ICEL, y en el mismo no existe información sobre la 
localización de viviendas en dichos corredor, entre el río 
Pescado y la subestación de Belén. 

• El replanteo hecho por la firma constructora Aragón y 
Becaria Ltda., basado en el estudio anterior, no encontró 
viviendas que obstaculizaran el trazado de la línea de 
34,5 kv. 

• La firma Aragón y Becaria Ltda., construye la obra sin 
obstáculos, ya que una obra de las dimensiones de 
dicha línea así lo requiere. Se explicó que para el 
tendido del conductor ACSR 266MCM, se requiere que 
el corredor de la línea se encuentre totalmente limpio, ya 
que el mismo tiene un peso de 546,6 kg/km. 

• La Electrificadora del Caquetá S.A. E.S.P nombra el 
interventor correspondiente, el cual da el visto bueno a 
la obra lógicamente certificando esto, que no existían 



viviendas en el corredor de la línea. 
• Es difícil trasladar la línea de ese sector, debido a la   

característica de vega del terreno, después de dicha 
montaña por donde se trazó la línea.  

• Se presenta una certificación escrita del ingeniero Tulio 
Aragón González sobre la no presencia de viviendas en 
el sector, cuando se construyó la línea de 34,5 kv. 

 
La comunidad presentó como prueba de la presencia de 
viviendas en dicho sector, una fotografía aérea del IGAC y el 
conocimiento de la presencia de dos viviendas en el sector 
desde hace más de quince años, tiempo de construida la obra. 
La fotografía no muestra la suficiente resolución, por lo cual no 
se puede determinar la presencia o no de viviendas en el 
sector. Se recomendó a la comunidad una certificación de la 
fecha en que se tomó dicha fotografía por parte del IGAC, 
además una certificación del mismo organismo que certifique la 
presencia de viviendas en el sector de interés.” 

 
- A folio 48 a 50 del cuaderno principal aparece el acta Nº 1 de la 

reunión del 25 de noviembre de 1998 que asistió el Alcalde, 

Personero Municipal, Concejal Municipal, Ingeniero residente 

de la Electrificadora del Caquetá, Delegado de Prevención de 

Desastres, Comandante de la Policía y Secretario General de 

la Alcaldía. En la mencionada reunión el Alcalde pone de 

manifiesto su preocupación por las 60 familias que habitan en 

la zona de riesgo y que el Municipio solo cuenta con el 5% que 

le transfiere la Nación y que dicha suma no alcanza para 

solucionar el problema. A su vez, la Electrificadora del Caquetá 

señaló que es difícil el traslado de las redes.  

Adicionalmente, MARÍA LIGIA ORDOÑEZ, residente en la zona 

desde 1986 afirmó que para esa fecha no existía red alguna y 

que antes de ella vivía la señora GLORIA BERMEO quien 

posee su habitación desde hace más de 30 años en ese sitio. 

Indicó que la construcción de la red eléctrica fue posterior a la 



vía y algunas viviendas del sector, como es la de su propiedad. 

De otra parte, el Concejal manifestó que desde hace 30 años 

conoce la existencia de la casa de la señora GLORIA 

BERMEO. 

 

- Mediante el oficio Nº 02335 del 13 de junio de 1997 el Gerente 

de la Electrificadora del Caquetá S.A. ESP le informó al 

Procurador Departamental que era prioritario clarificar la 

situación futura de las personas que habitan bajo la línea de 

34.500 voltios, en el sector Palo Negro del Municipio de Belén 

de los Andaquíes, pues aún cuando realiza mantenimiento 

preventivo y correctivo siempre existirá la probabilidad de la 

rotura de uno de los conductores. 

 

Se concluye que las pruebas anteriormente mencionadas no dan certeza del 

momento de la construcción de la red eléctrica en relación con las viviendas 

del área, pues por un lado la comunidad alega que las construcciones 

existían con anterioridad a los cables eléctricos y por el otro lado, la 

Electrificadora del Caquetá S.A. ESP dice que el estudio topográfico muestra 

que al momento de la instalación de la red eléctrica no habían viviendas en 

el sector en donde se adelantaron las obras. 

 

Se aclara que el estudio topográfico no es una prueba fehaciente por si sola 

que evidencie la existencia de otras construcciones en la zona, pues la 

finalidad del análisis consiste en determinar si las condiciones del suelo son 

viables para realizar una específica construcción. 

 

De otra parte, del acta de la inspección judicial del 6 de mayo de 2005 que 

aparece a 11 a 16 del cuaderno Nº 2, se lee: 



 

“1. BARRIO BELLO HORIZONTE: En la tercera torre (poste 
estructura canadiense de 14 metros reforzado) se observa que 
hay señas de una estructura anterior que según residentes del 
sector, colapsó hace 2 años como consecuencia de un vendaval, 
por lo cual se construyó un nuevo poste ante el cual estamos. 
Desde este punto a la vivienda más cercana propiedad del señor 
LUIS VEGA hay 23 metros. De la vivienda habitada por GENTIL 
TRUJILLO a las cuerdas de alta tensión hay 8 metros, de la 
vivienda habitada por MARÍA OLGA CERQUERA hay unos 4 
metros con 60 cm, de la vivienda habitada por el señor 
FEDERICO FIGUEROA se constató que las cuerdas pasan 
por encima de la casa. Siguiendo la caminata se llegó al tercer 
poste marca “INCO” ubicado en medio de dos casas, una de las 
casas es habitada por la señora ISABEL PIEDRAHITA, desde 
este punto (poste) a la carretera hay una distancia de 15,60 
metros; la otra casa es la habitada por el señor REINEL 
CARDONA y hay una distancia de 1,60 metros al poste. 
Siguiendo la caminata se observan terrenos dedicados a la 
agricultura por encima de ellos pasan cables de alta tensión.” 
(Subrayas y negrillas fuera del texto original) 

 

Para la Sala es claro que al momento de la inspección judicial se evidenció 

que por encima de la vivienda del señor FEDERICO FIGUEROA, pasan las 

cuerdas de la red eléctrica, incumpliendo así la prohibición de que existan 

construcciones debajo de las redes públicas tal como lo establece el artículo 

14 de la Resolución Nº  180498 de 2005. 

 

De otra parte, es evidente que la distancia de 1,60 metros que existe entre la 

construcción del señor REINEL CARDONA y el poste es insuficiente, pues el 

reglamento de los requisitos técnicos en materia de seguridad –RETIE- 

determina que la distancia horizontal mínima debe ser de 2,3 metros. 

 

En relación con el barrio Palo Negro Alto el acta de la inspección judicial 

acredita que “los cables de alta tensión pasan por encima de las casas 



habitadas por LIGIA ORDOÑES, MARÍA DEL ROSARIO GIRALDO 

BAUDILLO, MARÍA RODRÍGUEZ, MILLER GARCÍA ARCOS, EVER 

MÚÑOZ, MARÍA DEL ROSARIO HEREDIA, ROSA QUIÑONEZ, HILDA 

TAPIERO, LILIANA PIEDRAHITA, AMANDA OMES, CABILDO INDIGENA 

LACERINSA DE LA ETNIA EMBERO CATIO”. (FL. 12 del cuaderno Nº 2) 

 

A su turno, según la mencionada inspección en los barrios de Santa Teresa 

Alto y Coliseo existen inmuebles que se encuentran debajo de los cables de 

alta tensión o a menos de 15 metros de distancia. 

 

A folios 29 a 34 aparecen diferentes fotografías de la zona las cuales 

muestran que los cables de la red eléctrica pasan sobre diferentes viviendas 

e incluso se aprecia la cercanía de los postes con dichas construcciones. 

 

Como quiera que al momento de este fallo existen diferentes construcciones 

debajo de la línea eléctrica de 34,5 kv y que hay otros inmuebles en los que 

se incumple la distancia mínima en relación con los cables y postes que 

establece el reglamento de condiciones técnicas de seguridad contenidas en 

el RETIE, para la Sala es claro que se vulneró el derecho colectivo a la 

seguridad y prevención de desastres, independientemente de la existencia 

previa o no de las construcciones en la zona en que se instaló la red eléctrica, 

pues en la actualidad la seguridad de los habitantes de la zona se encuentra 

en riesgo. 

 

Ahora bien, el oficio 000055 del 13 de marzo de 2001 mediante el cual el 

Coordinador de la Zona Sur de la Electrificadora del Caquetá S.A. le solicitó al 

Alcalde Municipal la reubicación de los habitantes en la zona de riesgo y la 

providencia del 26 de febrero de 1999 en la que la Procuraduría 

Departamental se abstuvo de iniciar la investigación al Gerente de la 



Electrificadora del Caquetá y por el contrario requirió al Alcalde para la 

reubicación de dichas personas (fls. 31 y 36 del cuaderno principal), 

evidencian la omisión por parte de la administración municipal, pues la 

Alcaldía tuvo conocimiento de tal situación y no solucionó el problema de 

inseguridad para la población. 

 

Es así entonces que para la Sala es evidente que debajo de la red eléctrica 

existen una serie de construcciones que en el expediente no se acreditó el 

título de propiedad, entonces mal podría entenderse que son inmuebles que 

gozan de titularidad. Por lo cual, se considera que se trata de un 

asentamiento humano ilegal. 

 

De conformidad con el artículo 311 de la Constitución Política y el artículo 3 

de la Ley 136 de 1994 a los Municipios como entidad fundamental de la 

división político administrativa del Estado les corresponde reglamentar el uso 

del suelo, sin perjuicio del control que deben realizar para evitar los 

asentamientos humanos y más aún cuando los asentamientos están 

ubicados en zonas de alto riesgo. 

 

En ese orden de ideas, en relación con la localización de los asentamientos 

humanos según los artículos 56 y 59 de la Ley 9 de 1989, los Alcaldes de los 

Municipios deben mantener un inventario actualizado de las zonas de alto 

riesgo, adelantar programas de reubicación de los habitantes en dichas áreas 

o proceder a desarrollar las operaciones necesarias para eliminar el riesgo y 

en el evento en que los habitantes se rehúsen a abandonar ese sitio pueden 

ordenar la desocupación con el concurso de las autoridades de policía y la 

demolición de las edificaciones afectadas. 

 



A su vez, el artículo 82 del Decreto 1379 de 2002 prevé que las 

administraciones municipales o distritales tienen la obligación de adelantar la 

legalización de las urbanizaciones, asentamientos o barrios. Define la acción 

de legalizar como “el procedimiento mediante el cual la entidad competente 

del municipio o distrito adopta las medidas administrativas tendientes a 

reconocer la existencia de una urbanización, asentamiento o barrio, a dar la 

aprobación de los planos correspondientes, a otorgarle la nomenclatura 

urbana, a expedir la reglamentación urbanística respectiva, tendientes a la 

aprobación y prestación de los servicios públicos. Todo de conformidad con 

las normas y procedimientos que para el efecto se adopten en el respectivo 

municipio o distrito”. 

 

Por lo anterior, se revocarán los numerales 2, 3 de la sentencia apelada y en 

su lugar se ordenará al Municipio de Belén de los Andaquíes que de forma 

inmediata a la notificación de este fallo inicie las gestiones tendientes a 

recuperar el área del corredor de la red eléctrica con sujeción al Plan de 

Ordenamiento Territorial. La administración municipal  debe efectuar este 

programa a más tardar dentro del año siguiente a la ejecutoria de esta 

sentencia.  

 

Adicionalmente la Alcaldía de Belén de los Andaquíes debe implementar 

vigilancia y control sobre la zona con el fin de impedir que se reanude la 

ocupación debajo de la red eléctrica. 

 

Por otro lado, en relación con el incentivo la Sala encuentra que la 

interposición de la demanda y la diligencia del actor durante el proceso fue 

suficiente para otorgarle el incentivo y en esa medida se revocará el numeral 

tercero de la sentencia apelada y en su lugar, se le otorgará la suma de 10 

salarios mínimos legales vigentes a cargo del Municipio de Belén de los 



Andaquíes. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sección Primera del Consejo de Estado 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

F A L L A 

PRIMERO: REVÓCASE los numerales 2 y 3 de la sentencia del 15 de 

diciembre de 2005 proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá y en 

su lugar, se ordena al Municipio de Belén de los Andaquíes que de forma 

inmediata a la notificación de este fallo inicie las gestiones tendientes a 

recuperar el área del corredor de la red eléctrica con sujeción al Plan de 

Ordenamiento Territorial. La administración municipal  deberá efectuar este 

programa a más tardar dentro del año siguiente a la ejecutoria de esta 

sentencia. Adicionalmente la Alcaldía de Belén de los Andaquíes debe 

implementar vigilancia y control sobre la zona con el fin de impedir que se 

reanude la ocupación debajo de la red eléctrica. 

 
SEGUNDO: CONCÉDESE al señor NORBERTO VARGAS el incentivo de 

que trata el artículo 39 de la Ley 472 de 1998, en la cuantía de diez (10) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes cargo de la Alcaldía Municipal 

de Belén de los Andaquíes. 

 

TERCERO: En los demás, CONFÍRMASE la sentencia apelada. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en reunión 

celebrada el 12 de noviembre de 2009.  
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